AL CONSEJERO DE EDUCACION, FORMACION Y EMPLEO  DE LA COMUNIDAD AUTONOMA DE LA REGION DE MURCIA

D………………………………………, con DNI……………………….y domicilio a efectos de  notificación en …………………………………………………………………………………….., ante esta Consejería comparezco y como mejor proceda en Derecho, DIGO:

Que habiendo tenido noticia de mi cese como funcionario interino en fecha de 30 de junio de 2012, y considerando que el cese de este nombramiento es contrario a Derecho, vengo a interponer, al amparo de los arts. 114 y ss. de la ley 30/1992 de 26 de diciembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, RECURSO DE ALZADA contra el acto administrativo de mi cese, todo ello con base a los siguientes HECHOS Y FUNDAMENTOS DE DERECHO

HECHOS

PRIMERO.- Que el recurrente es funcionario interino desde el curso …………………, perteneciendo al Cuerpo de …………………… especialidad de …………………….., con nº de lista …………….
SEGUNDO.-  Que en el llamamiento efectuado para ocupar la plaza de interinos, celebrado con fecha …………………………, se le ha adjudicado la plaza  vacante de plantilla en el ………………………..……………………… para el curso 2011/2012, adjudicación que debía extenderse hasta el 31 de agosto de 2012.

TERCERO.- Que, alegando esta Consejería lo dispuesto por Resolución del Director General de Recursos Humanos y Calidad Educativa de la Consejería de Educación, Formación y Empleo, se impone la anticipación del cese como funcionario interino al 30/06/2012.

Considero manifiestamente antijurídica la imposición anticipada de mi cese, por los motivos que expondré en los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Incompatibilidad del cese con lo dispuesto por la Ley 5/2012, de ajuste presupuestario y de medidas en materia de función pública. En efecto, dispone la citada Ley en su Disposición Adicional Tercera que “A partir del curso académico 2012-2013 la duración del nombramiento del personal docente interino se ajustará al tiempo que duren las circunstancias que dieron lugar al mismo, y se mantendrá mientras persistan las razones de urgencia o necesidad que lo justificaron, cesando, como máximo, el 30 de junio de cada año, devengándose las partes proporcionales de pagas extraordinarias y vacaciones”.
La redacción de esta norma no deja lugar a dudas: la anticipación del cese de los interinos se efectuará a partir del curso 2012-2013, y no antes, pues resulta inconcebible que una disposición restrictiva de derechos adquiridos se aplique con carácter retroactivo. En consecuencia, la Resolución de 20 de marzo 2012 de la Secretaría General de la Consejería de Educación, Formación y Empleo por la que se dispone la publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia del Acuerdo adoptado por el Consejo de Gobierno de 24 de febrero de 2012, por el que se establecen medidas en materia de Personal Docente en la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, empleada por esta Consejería para forzar el cese, resulta contraria a una norma de carácter superior (la Ley indicada) y, por ello, debe ceder ante la misma, revocando el cese en virtud del principio de jerarquía normativa.

SEGUNDO.- Aplicación retroactiva de una norma desfavorable sobre situaciones jurídicas y derechos subjetivos adquiridos. En efecto, cuando fui nombrado funcionario interino, adquirí el derecho subjetivo a ocupar mi puesto hasta el 31 de agosto, pues en tal fecha concluye el curso académico, según ha reconocido el TSJ en  Sentencia de 10 de febrero de 2002. Aplicar con carácter retroactivo una norma posterior a mi adquisición de la condición de funcionario, imponiendo términos contrarios a los pilares de la relación jurídica que adquirí con esta Consejería (como es la duración de mi nombramiento), atenta radicalmente contra el art. 9.3 CE.
En este sentido, la STC 99/1987 (FJ 16) deja absolutamente claro que se produce una violación del art. 9.3 CE cuando una norma jurídica posterior “incide sobre «relaciones consagradas» y «afecta a situaciones agotadas»; lo que se prohíbe en el art. 9.3 es la retroactividad entendida como incidencia de la nueva Ley en los efectos jurídicos ya producidos de situaciones anteriores”. En el mismo sentido, vid. STC 108/1986, de 29 julio, y STC, 199/1990, de 10 diciembre 1990.

Posteriormente, el Tribunal Supremo ha clasificado los diferentes grados de retroactividad que puede tener una norma, a efectos de su posible incompatibilidad con el art. 9.3 CE. En este sentido, la STS de 14 de noviembre de 2011, expone lo siguiente:

 En este punto debe recordarse la ya reiterada distinción, que, de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional -que arranca de la STC 6/1983, de 4 de febrero - , y se recoge en sentencia de esta Sala y Sección de veintiuno de noviembre de dos mil seis, recurso de casación 5277/2004, y otras anteriores de otras secciones , sobre la clasificación de la retroactividad de las normas. Y así, ha de distinguirse entre una retroactividad de grado máximo "cuando se aplica la nueva norma a la relación o situación básica creada bajo el imperio de la norma antigua y a todos sus efectos consumados o no", una retroactividad de grado medio "cuando la nueva norma se aplica a los efectos nacidos con anterioridad pero aún no consumados o agotados" y una retroactividad de grado mínimo "cuando la nueva norma sólo tiene efectos para el futuro aunque la relación o situación básica haya surgido conforme a la anterior".

En el caso que nos ocupa, resulta totalmente claro que se ha impuesto una retroactividad de grado máximo, al vulnerarse las condiciones esenciales de una relación jurídica determinada (la que se generó con mi nombramiento) usándose como excusa una norma jurídica posterior. En nuestra opinión, la Consejería no está legitimada para cesar el 30 de junio a los funcionarios interinos ni ahora ni nunca, pero queda absolutamente fuera de toda duda que carece de tal potestad en el caso de aquellos funcionarios que fueron nombrados antes de la entrada en vigor de la nueva normativa, pues poseen un derecho adquirido a permanecer en su puesto hasta el día de cese que acordaron inicialmente, esto es, hasta el 31 de agosto. Lo contrario implica, aparte de la violación del art. 9.3 CE, la del art. 23.2 CE, al privarme arbitrariamente de la permanencia en la función pública.

TERCERO.- Destitución fraudulenta y contraria al Estatuto Básico del Funcionario Público, que sólo pretende negar ilícitamente mis derechos retributivos.

Según el artículo 10.3 del EBEP que:”El cese de los funcionarios interinos se producirá, además de por las causas previstas en el artículo 63, cuando finalice la causa que dio lugar a su nombramiento”. Yo fui nombrado para cubrir una plaza durante el curso académico 2011-2012, por lo que resulta totalmente ilícito que se me cese antes de su conclusión sin que mi plaza sea cubierta por funcionario de carrera. Hacer tal cosa para negarme los meses de julio y agosto es, aparte de una práctica prohibida por el Derecho, dado que es contraria a los derechos básicos de los trabajadores, una gravísima discriminación en relación con los funcionarios de carrera, discriminación que atenta contra el EBEP y contra el propio art. 14 CE.
¿Puede considerarse admisible que un funcionario interino nombrado para realizar la labor de un funcionario de carrera (impartir docencia durante un curso escolar) sea cesado a 30 de junio, cuando dicho curso concluye el 31 de agosto? ¿Es aceptable que, siendo la razón de su nombramiento la cobertura de dicho curso académico, se le cese dos meses antes para ahorrar unas retribuciones que, por la motivación misma de su nombramiento y por analogía con la posición de su compañero funcionario de carrera, tiene derecho a percibir? Negar los dos meses de julio y agosto a quien realiza la misma función que otro compañero que sí los percibe (como exige la ley, por otra parte, pues las vacaciones son un derecho básico) es doblemente ilícito: por discriminatorio y por ser perfectamente equiparable a la práctica fraudulenta y prohibida del empresario que despide a sus trabajadores en junio y les vuelve a contratar en septiembre para no pagarles sus legítimos salarios. 
CUARTO. Inseguridad jurídica generada por la ausencia de un régimen transitorio previsto para el Acuerdo adoptado por el Consejo de Gobierno de 24 de febrero de 2012.
La aprobación de un Acuerdo que suspende derechos adquiridos y elementos esenciales del estatus básico del funcionario interino docente, requiere un régimen transitorio que determine las condiciones de su aplicación, siendo radicalmente contrario al principio de seguridad jurídica la completa e inmediata aplicación del Acuerdo sin darse respuesta a los lógicos interrogantes acerca de su vigencia efectiva, y más dado el  contexto jurídicamente peculiar de su surgimiento.   

De otra parte, la imposición de un régimen jurídico manifiestamente desfavorable al cuerpo de funcionarios interinos de forma sorpresiva e inmediata, atenta contra el principio de confianza legítima consagrado por el art. 3 Ley 30/1992 y reconocido como base de las actuaciones administrativas en reiterada jurisprudencia.
QUINTO. Ausencia total de motivación del cese. Resulta inconcebible que el cese anticipado de un funcionario (que evidentemente constituye un acto desfavorable con base en el art. 54 Ley 30/1992) se produzca sin la menor motivación al respecto, como ha sucedido en el presente caso. Teniendo en cuenta las causas tasadas que marca el EBEP, y la escrupulosa justificación de las mismas que se requiere para imponer una medida tan drástica como el citado cese, consideramos que la ausencia total de motivación de este acto administrativo lo vicia de raíz, generando una manifiesta inseguridad jurídica a la hora de ejercer mis legítimos derechos de oposición al mismo.
Por lo expuesto, 

SOLICITO: Tenga por interpuesto este recurso de alzada contra mi cese anticipado como funcionario interino, y en su virtud dicte Resolución  por la que se estima en su totalidad, declarando la nulidad de aquel, y rigiendo la fecha de cese establecida en mi nombramiento.

En Murcia, a 6 de julio de 2012 
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